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Asunto a Tratar 

 

Procede el Despacho a resolver la impugnación del fallo de Tutela proferido 

el día trece (13) de mayo de dos mil veintidós (2022) por el Juzgado 

Cuarto (04) de Pequeñas Causas y Competencia Múltiple de Soacha - 

Cundinamarca, el cual negó por improcedente los derechos incoados en la 

acción de tutela. https://bit.ly/3NJ7J2f  

 

Solicitud de Amparo 

 

La señora Julie Andrea Guerrero Camacho, interpuso acción de tutela, 

de conformidad con los hechos obrantes en el escrito tutelar. 

https://bit.ly/3QgENA8  
 

Trámite 

 

El Juzgado Cuarto (04) de Pequeñas Causas y Competencia Múltiple de 

Soacha - Cundinamarca, admitió la acción de tutela por medio de proveído 

el día dos (02) de mayo de dos mil veintidós (2022), en el cual, ordenó 

notificar a las partes, para que ejercieran su derecho de defensa.  

 

El fallador de primera instancia estudió el derecho amenazado, y de 

acuerdo al principio de informalidad el cual le corresponde al juez 

identificar y proteger, negó por improcedente el amparo de los derechos 

incoados por la tutelista en la acción constitucional de tutela.  

 

Por lo que en su oportunidad la accionante Julie Andrea Guerrero 

Camacho, impugnó el fallo proferido por el Juez de primera instancia.  

 

Habiendo correspondido por reparto a este Juzgado, se admite la 

impugnación al fallo aludido, mediante auto calendado el día veintitrés 

(23) de mayo de dos mil veintidós (2022).  

 

Impugnación 

 

En el expediente digital obra escrito de impugnación, donde la accionante 

Julie Andrea Guerrero Camacho, plantea su inconformidad. 

https://bit.ly/3HdN6ZF  

 

Fundamentos de la decisión 

 

Problema Jurídico 

En este asunto corresponde al Despacho resolver, si lo decidido por el Juez 

de primera instancia corresponde a un actuar legítimo del fallador, qué en 

últimas se concretó, en que el a quo incurrió en un yerro, al no reconocer 

el despido sin justa causa, siendo afectada la accionante con el actuar de 
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la institución educativa accionada, además no tuvo en cuenta, que desde 

el año 2020 está diagnosticada con trastorno de ansiedad y depresión, y 

que es madre cabeza de familia.    

 

Competencia 

Este despacho es competente para conocer del asunto, de acuerdo con el 

artículo 86 de la Constitución Política y con los Decretos 2591 de 1991 y 

306 de 1992, lo que indica que toda persona tendrá acción de tutela para 

reclamar ante los jueces la protección inmediata de sus derechos 

constitucionales fundamentales, cuando quiera que estos resulten 

vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier 

autoridad pública e incluso de particulares. 

 

La acción de tutela constituye un mecanismo encaminado a la protección 

efectiva de los derechos fundamentales de las personas, cuando estos 

resulten amenazados o vulnerados por cualquier autoridad pública e 

incluso en algunos casos por los particulares.  

 

Desde el plano del propio funcionamiento estatal, también es posible 

identificar un cambio a partir de la Constitución de 1991, porque los fines 

que se predican de nuestra organización política, los principios que se 

defienden en la Carta de Derechos y la estructura que se construye tras la 

idea de la función pública, exige la participación de todos los servidores 

públicos –sin importar cuál sea el contenido material de sus actos- y una 

aplicación de las normas vigentes que son tomadas como el inicio de la 

tarea de protección y garantía de los derechos. 

 

Contenido de la Decisión 

De acuerdo con los argumentos planteados por la impugnante, el análisis 

que está Juzgadora, debe realizar es sí el fallo del a quo en efecto es 

acertado. Para tales efectos, se procede al análisis del caso en concreto. Y 

en aras de dar respuesta al problema jurídico planteado de acuerdo con 

los diferentes documentales arrimadas al plenario. 

 

Caso Concreto 

De las diferentes pruebas recaudadas en el plenario se determina que la 

inconformidad de la tutelante, es que considera que sus garantías 

constitucionales fueron transgredidas al ser despedida sin justa causa por 

su empleador la institución educativa accionada Fundación Universitaria 

Internacional de la Rioja – UNIR, y no se tuvo en cuenta el diagnosticada 

con trastorno de ansiedad y depresión, y el hecho que es madre cabeza de 

familia. 

 

Sea lo primero establecer lo dicho por la Honorable Corte Constitucional 

frente los presupuestos jurisprudenciales para que una mujer sea 

considerada como madre cabeza de familia, es así que la sentencia T-

003/2018 establece que:  

 

“La Constitución Política consagra en su artículo 43 la igualdad de derechos y 

oportunidades entre hombres y mujeres, la prohibición de discriminación en favor de 

las mujeres, así como la asistencia y protección del Estado durante el embarazo y 

después del parto. Finalmente, el segundo inciso consagra que “[e]l estado apoyará 

de manera especial a la mujer cabeza de familia”. 
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5.2.    Posteriormente, la Ley 82 de 1993, por la cual se expidieron normas para 

apoyar de manera especial a la mujer cabeza de familia, definió dicho concepto en 

los siguientes términos: 

“Artículo 2o. Para los efectos de la presente ley, entiéndese por ‘Mujer 

Cabeza de Familia’, quien siendo soltera o casada, tenga bajo su cargo, 

económica o socialmente, en forma permanente, hijos menores propios u 

otras personas incapaces o incapacitadas para trabajar, ya sea por 

ausencia permanente o incapacidad física, sensorial, síquica o moral del 

cónyuge o compañero permanente o deficiencia sustancial de ayuda de 

los demás miembros del núcleo familiar. 

  

Parágrafo. Esta condición y la cesación de la misma, desde el momento 

en que ocurra el respectivo evento, deberá ser declarada por la mujer 

cabeza de familia de bajos ingresos ante notario, expresando las 

circunstancias básicas de su caso y sin que por este concepto se causen 

emolumentos notariales a su cargo”. 

  

5.3.    Por su parte, el artículo 3 de la Ley 82 de 1993 consagra que es obligación del 

Gobierno Nacional establecer mecanismos para dar especial protección a la mujer 

cabeza de familia y promover, entre otras cosas, trabajos dignos, estables y 

fomentar el desarrollo empresarial. 

  

5.4.    A su vez, la Ley 790 de 2002, por la cual se expiden disposiciones para 

adelantar el programa de renovación de la administración pública y se otorgan unas 

facultades extraordinarias al Presidente de la República, estableció la protección de 

madres cabeza de familia en su artículo 12, en los siguientes términos: 

“Artículo 12. Reglamentado por el artículo 12 del Decreto Nacional 190 de 

2003 Protección especial. De conformidad con la reglamentación que 

establezca el Gobierno Nacional, no podrán ser retirados del servicio en el 

desarrollo del Programa de Renovación de la Administración Pública las 

madres cabeza de familia sin alternativa económica, las personas con 

limitación física, mental, visual o auditiva, y los servidores que cumplan 

con la totalidad de los requisitos, edad y tiempo de servicio, para 

disfrutar de su pensión de jubilación o de vejez en el término de tres (3) 

años contados a partir de la promulgación de la presente ley.”  

  

5.5.    En materia jurisprudencial, la Corte Constitucional en la sentencia SU-388 de 

2005, expuso que las acciones afirmativas en favor de la mujer se derivan del 

artículo 13 de la Constitución y difieren de la especial protección que debe 

garantizar el Estado a las madres cabeza de familia, “cuyo fundamento es el 

artículo 43 de la Carta, pues estas últimas plantean un vínculo de conexidad directa 

con la protección de los hijos menores de edad o discapacitados, donde es 

razonable suponer que la ayuda ofrecida redundará en beneficio de toda la familia 

y no de uno de sus miembros en particular”. Además, la Sala plena resaltó que “no 

toda mujer puede ser considerada como madre cabeza de familia por el sólo hecho 

de que esté a su cargo la dirección del hogar” y estableció una serie de 

presupuestos para que opere la protección a estas mujeres, a saber:  

  

“(i) que se tenga a cargo la responsabilidad de hijos menores o de otras 

personas incapacitadas para trabajar; (ii) que esa responsabilidad sea de 

carácter permanente; (iii) no sólo la ausencia permanente o abandono del 

hogar por parte de la pareja, sino que aquélla se sustraiga del 

cumplimiento de sus obligaciones como padre; (iv) o bien que la pareja no 

asuma la responsabilidad que le corresponde y ello obedezca a un motivo 

verdaderamente poderoso como la incapacidad física, sensorial, síquica o 

mental ó, como es obvio, la muerte; (v) por último, que haya una 

deficiencia sustancial de ayuda de los demás miembros de la familia, lo 

cual significa la responsabilidad solitaria de la madre para sostener el 

hogar. 

  

Así pues, la mera circunstancia del desempleo y la vacancia temporal de 

la pareja, o su ausencia transitoria, por prolongada y desafortunada que 
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resulte, no constituyen elementos a partir de los cuales pueda predicarse 

que una madre tiene la responsabilidad exclusiva del hogar en su 

condición de madre cabeza de familia”.  (Sentencia T-003/18, 

2018) 

 

De lo anterior, observa está Juzgadora que en el plenario no obra prueba 

si quiera sumaria que logre establecer que la tutelista Julie Andrea 

Guerrero Camacho, se pueda considerar como persona de especial 

protección como son las madres cabezas de familia, pues no basta con la 

sola afirmación de lo dicho, la misma debe ser probada.  

 

Por otra parte, considera útil está Juzgadora, citar la postura de la H. 

Corte Constitucional, en lo referente, a la procedencia de la acción 

constitucional de tutela para resolver controversias que emanen de un 

contrato laboral, tal y como ocurre en el presente caso, a lo anterior, la 

sentencia SU 075/2018 establece que:  

 “Ahora bien, dentro del ordenamiento jurídico colombiano, existe una diversidad de mecanismos 

de defensa para salvaguardar los derechos laborales, competencia asignada a las jurisdicciones 

ordinaria laboral o contencioso administrativa, según el caso. Como consecuencia de ello, la Corte 

Constitucional ha manifestado que la acción de tutela, en principio, no resulta procedente para 

resolver controversias que surjan de la relación trabajador-empleador, como en el caso del 

reintegro laboral y/o el pago de prestaciones económicas. 

Sin embargo, de manera excepcional, este Tribunal ha entendido que este mecanismo 

constitucional es procedente cuando se trata de personas que se encuentran en “circunstancias de 

debilidad manifiesta por causa de su condición económica, física o mental y que formulan 

pretensiones dirigidas a lograr la tutela del derecho constitucional a la estabilidad laboral 

reforzada”. 

Así las cosas, la jurisprudencia de esta Corporación ha sostenido que aunque en principio la 

acción de tutela (dada su naturaleza subsidiaria), no es el mecanismo adecuado para solicitar el 

reintegro laboral y el pago de las acreencias derivadas de un contrato de trabajo, en los casos en 

que el accionante sea titular del derecho a la estabilidad laboral reforzada por encontrarse en una 

situación de debilidad manifiesta, la acción de tutela pierde su carácter subsidiario y se convierte 

en el mecanismo de protección preferente. 

En este orden de ideas, la procedencia del amparo constitucional se justifica en la necesidad de 

un mecanismo célere y expedito que permita dirimir esta clase de conflictos, en los cuales se vea 

inmerso un sujeto de especial protección constitucional, como es el caso de la madre gestante. 

  

La procedencia de la tutela en estos asuntos como mecanismo preferente, se ha justificado dado 

que, si bien en la jurisdicción ordinaria existe un mecanismo para resolver las pretensiones de 

reintegro, este no tiene un carácter sumario para restablecer los derechos de sujetos de especial 

protección constitucional que, amparados por la estabilidad laboral reforzada, requieren una 

medida urgente de protección y un remedio integral. 

En síntesis, la naturaleza subsidiaria de la acción de tutela y el carácter legal de las relaciones 

laborales implican, en principio, la improcedencia del amparo, pues los trabajadores tienen a su 

disposición acciones judiciales específicas para solicitar el restablecimiento de sus derechos 

cuando consideran que han sido despedidos. No obstante, la Corte Constitucional ha reconocido 

que en circunstancias especiales, como las que concurren en el caso del fuero de maternidad, las 

acciones ordinarias pueden resultar inidóneas e ineficaces para brindar un remedio integral, 

motivo por el cual la protección constitucional procede de manera definitiva.” (Sentencia SU 

075/18, 2018) 

De conformidad con el citado precedente que antecede, observa el 

Despacho, que la decisión proferida por el a quo está acorde al 

ordenamiento jurídico y a lo citado por el Alto Tribunal Constitucional, 

pues la presente acción de tutela no cumple con el principio de 

subsidiariedad. Ahora bien, de las pruebas aportadas al plenario no se 

logró probar que la tutelante sea una persona de especial protección 

constitucional con la figura de estabilidad laboral reforzada, por lo que 

como ha sido criterio jurisprudencial no en todos los casos en posible la 
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intervención del juez constitucional en reemplazo del juez ordinario, como 

sucede en este caso que la accionante tiene a su disposición acciones 

judiciales específicas para solicitar el restablecimiento de sus derechos 

cuando consideran que han sido despedidos en forma injusta. 

 

Siendo estos los argumentos para que este Despacho constitucional confirme 

el fallo opugnado. 

 

En mérito de lo expuesto, este juzgado en instancia de juez de tutela en 

nombre de la República de Colombia y por mandato de la Constitución y 

la ley. 

 

Resuelve 

 

Primero: Confirmar el fallo proferido el día trece (13) de mayo de dos mil 

veintidós (2022) por el Juzgado Cuarto (04) de Pequeñas Causas y 

Competencia Múltiple de Soacha – Cundinamarca, de conformidad con 

la parte motiva de la presente providencia. 

 

Segundo: Notifíquese de esta decisión a las partes involucradas por el 

medio más expedito. 

 

Tercero: Cumplido lo anterior, remítase la actuación a la Corte 

Constitucional para su eventual revisión. 

 
Notifíquese y Cúmplase 

 
 

Paula Andrea Giraldo Hernández 
Juez 
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